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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 21
        Mayo 28 y 29 de 2013
 


la falta de pertinencia y suficiencia de los cargos de inconstitucionalidad impide a la Corte proferir una decisión de fondo 

	       I. EXPEDIENTE D-9393  -   SENTENCIA  C-318/13   (Mayo 28)

          M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez


1. Norma acusada

LEY 1098 DE 2006

(Noviembre 8)

Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia 

ARTÍCULO 175. EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN LOS PROCESOS SEGUIDOS A LOS ADOLESCENTES COMO PARTÍCIPES DE LOS DELITOS COMETIDOS POR GRUPOS ARMADOS AL MARGEN DE LA LEY.  La Fiscalía General de la Nación podrá renunciar a la persecución penal, en los casos en que los adolescentes, en cualquier condición hayan hecho parte de grupos armados al margen de la ley, o hayan participado directa o indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas o en los delitos cometidos por grupos armados al margen de la ley cuando:

1. Se establezca que el adolescente tuvo como fundamento de su decisión las condiciones sociales, económicas y culturales de su medio para haber estimado como de mayor valor la pertenencia a un grupo armado al margen de la ley.
2. Se establezca que la situación de marginamiento social, económico y cultural no le permitían al adolescente contar con otras alternativas de desarrollo de su personalidad.
3. Se establezca que el adolescente no estaba en capacidad de orientar sus esfuerzos a conocer otra forma de participación social.
4. Por fuerza, amenaza, coacción y constreñimiento.
Los adolescentes que se desvinculen de grupos armados al margen de la ley, tendrán que ser remitidos al programa de atención especializada del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para niños, niñas y adolescentes desvinculados de grupos armados irregulares.

PARÁGRAFO. No se aplicará el principio de oportunidad cuando se trate de hechos que puedan significar violaciones graves al derecho internacional humanitario, crímenes de lesa humanidad o genocidio de acuerdo con el Estatuto de Roma.
2.
Decisión

Declararse INHIBIDA para emitir un pronunciamiento de fondo acerca del parágrafo del artículo 175 de la Ley 1098 de 2006, por ineptitud sustantiva de la demanda. 

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte encontró que los cargos formulados por el actor no se dirigen a cuestionar la constitucionalidad de la norma acusada de la Ley 1098 de 2006, sino que reflejan su discrepancia con el precedente jurisprudencial establecido en la sentencia C-203 de 2005. 

En realidad, más que considerar que el parágrafo del artículo 175 de la Ley 1098 de 2006 es inconstitucional, lo que expone el demandante es una divergencia conceptual con la responsabilidad penal de los adolescentes en el contexto del conflicto armado interno y con la forma como está regulada en el Código de la Infancia y al Adolescencia. A juicio del actor, los menores de edad más que victimarios son víctimas, y por tanto no pueden ser responsables penalmente dentro del conflicto armado, al margen de que la Corte Constitucional haya determinado que las normas que establecen esa responsabilidad sean compatibles con los preceptos de la Carta Política. En particular, sus argumentos se dirigen a controvertir la sentencia C-203 de 2005, en la cual se estableció que  los menores de edad infractores de la ley penal pueden ser responsables ante el Estado y la sociedad; responsabilidad que se ha de traducir en medidas de tipo judicial y administrativas apropiadas, lo cual se ajusta a la Constitución y a los tratados de derechos humanos que protegen a la niñez.

Habida cuenta que no se cumplían los requisitos establecidos en el artículo 2º del Decreto 2067 de 1991, especialmente, en cuanto se refiere a la pertinencia y suficiencia de los cargos formulados, lo procedente era la inhibición de la Corte para proferir una decisión de fondo en lo concerniente a la institución del principio de oportunidad y sus excepciones en el caso de los adolescentes.

